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                                                       RADICACIÓN: 66001 31 18 002 2017 00211 01
 ACCIONANTE: MARCO AURELIO CORREA CORREA Vs. COLPENSIONES  Y OTROS
ASUNTO: CONFIRMA – HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 21 de noviembre de 2017

Proceso: 


Acción de Tutela – Confirma amparo y declara hecho superado

Radicación Nro. :
 66001 31 18 002 2017 00211 01
Accionante:

MARCO AURELIO CORREA CORREA

Accionado:


COLPENSIONES Y OTROS
Magistrado Ponente: 

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [E]ste Tribunal considera que a pesar de que en un principio Colpensiones vulneró el derecho fundamental de petición del accionante al no emitir respuesta a la petición elevada. En su escrito de impugnación demuestra que cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición realizando la notificación del mismo.  Por lo tanto, en este asunto en concreto se puede concluir que se ha configurado una carencia actual de objeto, y por ende, la Sala no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por la accionante. (…) [E]sta Sala concluye, que en este asunto específico se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció.  
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SALA No.6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.615
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el doctor Diego Alejandro Urrego Escobar, Director de Acciones Constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones-  frente al fallo emitido el 21 de septiembre de 2017  por el Juzgado 2º  Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira,  dentro de la tutela instaurada por el señor Marco Aurelio Correa Correa en contra de esa entidad por considerar vulnerados los  derechos fundamentales a la seguridad social,  de petición y el mínimo vital.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 

2.1. Informó el señor Marco Aurelio Correa Correa que tiene 63 años de edad, labora como taxista tiempo parcial desde hace 5 años debido a problemas de memoria y esa es su única fuente de  ingresos.

El actor ha sido diagnosticado con las siguientes patologías: lumbago no especificado, disminución indeterminada de la agudeza visual, gastritis no especificada, trastorno depresivo recurrente no especificado, hernia hiatal tipo I, dilatación severa de articulación izquierda, deficiencia por enfermedad vascular cardíaca, lo que generó incapacidades médicas y posteriormente, fue calificada su pérdida de capacidad laboral por parte de la entidad ASALUD –COLPENSIONES con un porcentaje del 28.73%, dictamen contra el cual presentó recurso de reposición  y  subsidio de apelación.
El señor Correa Correa presentó un derecho de petición a COLPENSIONES a través de correo certificado de Servientrega con la No. guía 958147719  y recibido el 29 de junio de 2017 en el cual solicitó que se procediera a  pagar a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda los honorarios correspondientes para la asignación de una cita y valoración de su pérdida de capacidad laboral, sin que a la fecha de interponer la demanda de tutela, hubiera recibido respuesta alguna.
Por lo anterior, solicitó que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES dar respuesta a su solicitud y enviar a su domicilio el certificado de pago de honorarios a la JRCI (Fls. 2-5)
2.2. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) solicitud de certificación de pago de honorarios y ii) guía No. 958147719 de Servientrega (Fls.6-8).

2.3. La acción de tutela fue admitida por el A quo mediante auto del 11 de septiembre de 2017 en el que se ordenó vincular a ASALUD LTDA. y  a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda a la actuación.   Así mismo, ordenó correr traslado de la demanda de amparo a la Vicepresidencia de Operaciones del RPM y/o la Gerencia de Determinación de Derechos a través de la Dirección de Medicina Laboral de Colpensiones (Fl. 9)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1 JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE RISARALDA
Informó que quien solicita la calificación o remita un expediente para desatar el recurso interpuesto en contra de un dictamen de calificación laboral, debe cancelar anticipadamente el valor de los honorarios para la realización del estudio. Por lo tanto, indicó que esa entidad no tiene injerencia alguna en el presente asunto, toda vez que no se ha recibido el expediente para valorar al actor, desconociendo lo que alega el mismo.  En tal virtud, consideró que esa entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante y solicitó que se desvinculara a la JRCIR del presente trámite (Fls.17-19).
3.2. El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones radicó el 22 de septiembre de 2017 un escrito por medio del cual se pronunció frente a la acción de tutela, el cual no se tendrá en cuenta por haber sido anexado con posterioridad al fallo de primer grado (Fls. 30-46)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 21 de septiembre  de  2017 el Juzgado 2° Penal del Circuito de Adolescentes de Pereira, resolvió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Marco Aurelio Correa Correa y en consecuencia, dispuso en el numeral segundo de dicha providencia, lo siguiente:
“ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, a través de su Presidente y de la Vicepresidencia de Servicio Ciudadano para que a través de la Gerencia de Servicio y Atención y las Direcciones de Atención y Estandarización y la Vicepresidencia de Operaciones Régimen de Prima Media a través de las Gerencias de Determinación de Derechos y de Defensa a través de las Direcciones de Medicina Legal (sic) y Nómina y de Acciones Constitucionales, que dentro de del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, a la notificación de la presente sentencia, proceda a dar una respuesta de fondo clara y concreta a la solicitud allegada el 29 de junio de 2017 y/o informará al accionante la fecha aproximada de la resolución 
Esta decisión se toma con base en el Acuerdo 108 de 2017 de COLPENSIONES, que asigna esa función específica a las Vicepresidencias, Gerencias y Direcciones enunciadas ya que en coordinación y apoyo del Sistema Integrado de Gestión Institucional, deben resolver peticiones y requerimientos a sus afilados” (Fls. 20-22).

Dicha decisión fue notificada a Colpensiones vía correo electrónico el 22 de septiembre de  2017  (Fls. 24 al 26 frente y vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

El 26 y 28 de septiembre  de 2017 se radicaron dos escritos del Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa de Colpensiones, quien  presentó impugnación al fallo  de primera instancia e informó que mediante oficio del 18 de septiembre del presente año, se dio respuesta de fondo a lo solicitado por el accionante, lo cual fue enviado con la guía No. GN0367017690516 de la empresa de mensajería Thomas Express. Por lo tanto, consideró que la vulneración a los derechos del señor Marco Aurelio Correa Correa fue superada y las pretensiones de la acción de tutela se encuentran sin objeto, al haberse pagado los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez. En tal sentido, solicitó que se desestimara la acción de  tutela en contra de Colpensiones (Fls. 47-52).

Adjuntó copia de los siguientes documentos i) respuesta enviada a la dirección aportada por el señor Marco Aurelio Correa, ii)  Resolución 10763 del 17 de agosto de 2017, iii) oficio del 5 de septiembre de 2017 dirigido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda enviado con la guía No.288482337 de Servientrega y de la guía GN0367017690516  del 18 de septiembre de 2017 correspondiente al correo enviado al actor (Fls. 53-65).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5.  La Corte Constitucional ha delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en la Sentencia T-237 de 2016, reiteró lo que esa Corporación ya había señalado en la Sentencia T-377 de 2000 cuando analizó tal prerrogativa y estableció nueve características de la misma, las cuales se citan a continuación:
 


“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta” 

6.6. DEL CASO EN CONCRETO

6.6.1. En el caso bajo estudio,  se observa que el señor Marco Aurelio Correa Correa  elevó ante Colpensiones una solicitud tendiente a que le fuera certificado el pago de los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda con el fin de que se asignara una cita para la respectiva valoración de su pérdida de capacidad laboral y así mismo, que le enviara una copia de esa consignación a su dirección de notificación (Fl. 6), lo que significa que el accionante verificó el presupuesto indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 y que se refiere a la carga de la prueba que le asiste de haber elevado un derecho de petición con el fin de requerir la respuesta a la autoridad competente, en este precedente dicho Tribunal indicó lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder” (Subrayas nuestras).

6.6.2. Por su parte, Colpensiones informó en su escrito de impugnación  que mediante oficio del 18 de septiembre del año que avanza, dio respuesta de fondo a lo solicitado por el accionante y en el que le dio a conocer que esa entidad procedió a realizar el pago a la JRCIR, según lo dispuesto en la Resolución 10763 del 17 de agosto del presente año. Así mismo, indicó que con oficio del 5 de septiembre de 2017 ASALUD había remitido el expediente del actor a la mencionada Junta (Fls. 53 y 54).

6.6.3. Por lo anterior, este Tribunal considera que a pesar de que en un principio Colpensiones vulneró el derecho fundamental de petición del accionante al no emitir respuesta a la petición elevada. En su escrito de impugnación demuestra que cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición realizando la notificación del mismo.  Por lo tanto, en este asunto en concreto se puede concluir que se ha configurado una carencia actual de objeto, y por ende, la Sala no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por la accionante.
6.6.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

(..) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7].  (Subrayas nuestras)
Por lo anterior y frente a la actuación de la entidad demandada, esta Sala concluye, que en este asunto específico se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció.  
Consecuente con lo anterior, esta Sala confirmará el fallo estudiado y se declarará un hecho superado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión No.6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 21 de septiembre de 2017 por el Juzgado 2º  Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por el señor Marco AURELIO Correa Correa en contra de COLPENSIONES por encontrarse en su momento ajustada a derecho  y SE DECLARA UN HECHO SUPERADO por carencia actual de objeto con base a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

AMANDA HOLGUÍN OSPINA
Conjuez
HERNÁN CORTÉS CORREA
Conjuez
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
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